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Concepto 5349
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución, rindo concepto en relación con la demanda instaurada por el ciudadano GUSTAVO GALLON GIRALDO y otros, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta, en la cual solicitan que se declare la inconstitucionalidad de algunas expresiones de los artículos 28, 70, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 84, 91, 120 y 207 de la Ley 1448 de 2011, cuyo texto, con lo demandado en negritas, es el siguiente:
LEY 1448 de 2011
(junio 10)

Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.
Diario Oficial No. 48.096 del 10 de junio de 2011
ELCONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

TÍTULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

CAPÍTULO I. 

ARTÍCULO 28. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. Las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3o de la presente Ley, tendrán entre otros los siguientes derechos en el marco de la normatividad vigente: 

1. Derecho a la verdad, justicia y reparación. 

2. Derecho a acudir a escenarios de diálogo institucional y comunitario. 

3. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas adelantadas por el Estado para proteger y garantizar el derecho a la vida en condiciones de dignidad. 

4. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria. 

5. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la política pública de prevención, atención y reparación integral. 

6. Derecho a que la política pública de que trata la presente ley, tenga enfoque diferencial. 

7. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización se haya dividido el núcleo familiar. 

8. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad, en el marco de la política de seguridad nacional. 

9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere sido despojado de ella, en los términos establecidos en la presente Ley. 

10. Derecho a la información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas que se establecen en la presente Ley. 

11. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y administrativos que se estén adelantando, en los que tengan un interés como parte o intervinientes. 

12. Derecho de las mujeres a vivir libres de violencia. 

(…)
ARTÍCULO 70. El Estado colombiano, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá adoptar un programa integral dentro del cual se incluya el retorno de la víctima a su lugar de residencia o la reubicación y la restitución de sus bienes inmuebles. 

(…)
CAPÍTULO III. 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS. DISPOSICIONES GENERALES. 

ARTÍCULO 72. ACCIONES DE RESTITUCIÓN DE LOS DESPOJADOS. El Estado colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución jurídica y material de las tierras a los despojados y desplazados. De no ser posible la restitución, para determinar y reconocer la compensación correspondiente. 

Las acciones de reparación de los despojados son: la restitución jurídica y material del inmueble despojado. En subsidio, procederá, en su orden, la restitución por equivalente o el reconocimiento de una compensación. 

En el caso de bienes baldíos se procederá con la adjudicación del derecho de propiedad del baldío a favor de la persona que venía ejerciendo su explotación económica si durante el despojo o abandono se cumplieron las condiciones para la adjudicación. 

La restitución jurídica del inmueble despojado se realizará con el restablecimiento de los derechos de propiedad o posesión, según el caso. El restablecimiento del derecho de propiedad exigirá el registro de la medida en el folio de matrícula inmobiliaria. En el caso del derecho de posesión, su restablecimiento podrá acompañarse con la declaración de pertenencia, en los términos señalados en la ley. 

En los casos en los cuales la restitución jurídica y material del inmueble despojado sea imposible o cuando el despojado no pueda retornar al mismo, por razones de riesgo para su vida e integridad personal, se le ofrecerán alternativas de restitución por equivalente para acceder a terrenos de similares características y condiciones en otra ubicación, previa consulta con el afectado. La compensación en dinero sólo procederá en el evento en que no sea posible ninguna de las formas de restitución. 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia dentro de los (6) seis meses siguientes a la expedición de la presente ley. 

ARTÍCULO 73. PRINCIPIOS DE LA RESTITUCIÓN. La restitución de que trata la presente ley estará regida por los siguientes principios: 

1. Preferente. La restitución de tierras, acompañada de acciones de apoyo pos-restitución, constituye la medida preferente de reparación integral para las víctimas; 

2. Independencia. El derecho a la restitución de las tierras es un derecho en sí mismo y es independiente de que se haga o no el efectivo el retorno de las víctimas a quienes les asista ese derecho; 

3. Progresividad. Se entenderá que las medidas de restitución contempladas en la presente ley tienen como objetivo el de propender de manera progresiva por el restablecimiento del proyecto de vida de las víctimas; 

4. Estabilización. Las víctimas del desplazamiento forzado y del abandono forzado, tienen derecho a un retorno o reubicación voluntaria en condiciones de sostenibilidad, seguridad y dignidad; 

5. Seguridad jurídica. Las medidas de restitución propenderán por garantizar la seguridad jurídica de la restitución y el esclarecimiento de la situación de los predios objeto de restitución. Para el efecto, se propenderá por la titulación de la propiedad como medida de restitución, considerando la relación jurídica que tenían las víctimas con los predios objeto de restitución o compensación; 

6. Prevención. Las medidas de restitución se producirán en un marco de prevención del desplazamiento forzado, de protección a la vida e integridad de los reclamantes y de protección jurídica y física de las propiedades y posesiones de las personas desplazadas; 

7. Participación. La planificación y gestión del retorno o reubicación y de la reintegración a la comunidad contará con la plena participación de las víctimas; 

8. Prevalencia constitucional. Corresponde a las autoridades judiciales de que trata la presente ley, el deber de garantizar la prevalencia de los derechos de las víctimas del despojo y el abandono forzado, que tengan un vínculo especial constitucionalmente protegido, con los bienes de los cuales fueron despojados. En virtud de lo anterior, restituirán prioritariamente a las víctimas más vulnerables, y a aquellas que tengan un vínculo con la tierra que sea objeto de protección especial. 

ARTÍCULO 74. DESPOJO Y ABANDONO FORZADO DE TIERRAS. Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia. 

Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento durante el periodo establecido en el artículo 75. 

La perturbación de la posesión o el abandono del bien inmueble, con motivo de la situación de violencia que obliga al desplazamiento forzado del poseedor durante el período establecido en el artículo 75, no interrumpirá el término de prescripción a su favor. 

El despojo de la posesión del inmueble o el desplazamiento forzado del poseedor durante el período establecido en el artículo 75 no interrumpirá el término de usucapión exigido por la normativa. En el caso de haberse completado el plazo de posesión exigido por la normativa, en el mismo proceso, se podrá presentar la acción de declaración de pertenencia a favor del restablecido poseedor. 

Si el despojo o el desplazamiento forzado perturbaron la explotación económica de un baldío, para la adjudicación de su derecho de dominio a favor del despojado no se tendrá en cuenta la duración de dicha explotación. En estos casos el Magistrado deberá acoger el criterio sobre la Unidad Agrícola Familiar como extensión máxima a titular y será ineficaz cualquier adjudicación que exceda de esta extensión. 

El propietario o poseedor de tierras o explotador económico de un baldío, informará del hecho del desplazamiento a cualquiera de las siguientes entidades: la Personería Municipal, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Agraria, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas o a la Procuraduría General de la Nación, a fin de que se adelanten las acciones a que haya lugar. 

PARÁGRAFO. La configuración del despojo es independiente de la responsabilidad penal, administrativa, disciplinaria, o civil, tanto de la persona que priva del derecho de propiedad, posesión, ocupación o tenencia del inmueble, como de quien realiza las amenazas o los actos de violencia, según fuere el caso. 

ARTÍCULO 75. TITULARES DEL DERECHO A LA RESTITUCIÓN. Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las violaciones de que trata el artículo 3o de la presente Ley, entre el 1o de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este capítulo. 

PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DE TERCEROS. 

ARTÍCULO 76. REGISTRO DE TIERRAS PRESUNTAMENTE DESPOJADAS Y ABANDONADAS FORZOSAMENTE. Créase el “Registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente” como instrumento para la restitución de tierras a que se refiere esta ley. En el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente se inscribirán también las personas que fueron despojadas de sus tierras u obligadas a abandonarlas y su relación jurídica con estas, determinando con precisión los predios objeto de despojo, en forma preferente mediante georreferenciación, así como el período durante el cual se ejerció influencia armada en relación con el predio. 

El registro se implementará en forma gradual y progresiva, de conformidad con el reglamento, teniendo en cuenta la situación de seguridad, la densidad histórica del despojo y la existencia de condiciones para el retorno. La conformación y administración del registro estará a cargo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas que se crea por esta Ley. 

La inscripción en el registro procederá de oficio, o por solicitud del interesado. En el registro se determinará el predio objeto del despojo o abandono forzado, la persona y el núcleo familiar del despojado o de quien abandonó el predio. Cuando resulten varios despojados de un mismo predio o múltiples abandonos, la Unidad los inscribirá individualmente en el registro. En este caso se tramitarán todas las solicitudes de restitución y compensación en el mismo proceso. 

Una vez recibida la solicitud de inscripción de un predio en el registro por la parte interesada, o iniciado el trámite de oficio, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, comunicará de dicho trámite al propietario, poseedor u ocupante que se encuentre en el predio objeto de registro, a fin de que pueda aportar las pruebas documentales que acrediten la propiedad, posesión u ocupación de dicho predio de buena fe, conforme a la ley. Esta Unidad tiene un término de sesenta (60) días, contado a partir del momento en que acometa el estudio conforme con el inciso segundo de este artículo, para decidir sobre su inclusión en el Registro. Este término podrá ser prorrogado hasta por treinta (30) días, cuando existan o sobrevengan circunstancias que lo justifiquen. 

La inscripción de un predio en el registro de tierras despojadas será requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución a que se refiere este Capítulo. 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas tendrá acceso a todas las bases de datos sobre las víctimas de despojo o abandono forzado, del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y de los catastros descentralizados, de las notarías, del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, de la Superintendencia de Notariado y Registro, de las oficinas de registro de instrumentos públicos, entre otros. 

Para estos efectos, las entidades dispondrán de servicios de intercambio de información en tiempo real con la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, con base en los estándares de seguridad y políticas definidas en el Decreto 1151 de 2008 sobre la estrategia de Gobierno en Línea. 

En los casos en que la infraestructura tecnológica no permita el intercambio de información en tiempo real, los servidores públicos de las entidades y organizaciones respectivas, deberán entregar la información en el término máximo de diez (10) días, contados a partir de la solicitud. Los servidores públicos que obstruyan el acceso a la información o incumplan con esta obligación incurrirán en falta gravísima, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

PARÁGRAFO 1o. Las autoridades que reciban información acerca del abandono forzado y de despojo de tierras deben remitir a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, al día hábil siguiente a su recibo, toda la información correspondiente con el objetivo de agilizar la inscripción en el registro y los procesos de restitución. 

PARÁGRAFO 2o. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas deberá permitir el acceso a la información por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en aras de garantizar la integridad e interoperatividad de la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

ARTÍCULO 77. PRESUNCIONES DE DESPOJO EN RELACIÓN CON LOS PREDIOS INSCRITOS EN EL REGISTRO DE TIERRAS DESPOJADAS. En relación con los predios inscritos en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente se tendrán en cuenta las siguientes presunciones: 

1. Presunciones de derecho en relación con ciertos contratos. Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume de derecho que existe ausencia de consentimiento, o causa ilícita, en los negocios y contratos de compraventa o cualquier otro mediante el cual se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión u ocupación sobre el inmueble objeto de restitución, celebrados durante el periodo previsto en el artículo 75, entre la víctima de este, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes conviva, sus causahabientes con las personas que hayan sido condenadas por pertenencia, colaboración o financiación de grupos armados que actúan por fuera de la ley cualquiera que sea su denominación, o por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros. La ausencia de consentimiento en los contratos y negocios mencionados en este numeral genera la inexistencia del acto o negocio de que se trate y la nulidad absoluta de todos los actos o negocios posteriores que se celebren sobre la totalidad o una parte del bien. 

2. Presunciones legales en relación con ciertos contratos. Salvo prueba en contrario, para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume que en los siguientes negocios jurídicos hay ausencia de consentimiento o de causa lícita, en los contratos de compraventa y demás actos jurídicos mediante los cuales se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión o la ocupación sobre inmuebles siempre y cuando no se encuentre que la situación está prevista en el numeral anterior, en los siguientes casos: 

a. En cuya colindancia hayan ocurrido actos de violencia generalizados, fenómenos de desplazamiento forzado colectivo, o violaciones graves a los derechos humanos en la época en que ocurrieron las amenazas o hechos de violencia que se alega causaron el despojo o abandono, o en aquellos inmuebles en donde se haya solicitado las medidas de protección individuales y colectivas relacionadas en la Ley 387 de 1997, excepto en aquellos casos autorizados por la autoridad competente, o aquellos mediante el cual haya sido desplazado la víctima de despojo, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes convivía o sus causahabientes. 

b. Sobre inmuebles colindantes de aquellos en los que, con posterioridad o en forma concomitante a las amenazas, se cometieron los hechos de violencia o el despojo se hubiera producido un fenómeno de concentración de la propiedad de la tierra en una o más personas, directa o indirectamente; sobre inmuebles vecinos de aquellos donde se hubieran producido alteraciones significativas de los usos de la tierra como la sustitución de agricultura de consumo y sostenimiento por monocultivos, ganadería extensiva o minería industrial, con posterioridad a la época en que ocurrieron las amenazas, los hechos de violencia o el despojo. 

c. Con personas que hayan sido extraditadas por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros. 

d. En los casos en los que el valor formalmente consagrado en el contrato, o el valor efectivamente pagado, sean inferiores al cincuenta por ciento del valor real de los derechos cuya titularidad se traslada en el momento de la transacción. 

e. Cuando no se logre desvirtuar la ausencia de consentimiento en los contratos y negocios mencionados en alguno de los literales del presente artículo, el acto o negocio de que se trate será reputado inexistente y todos los actos o negocios posteriores que se celebren sobre la totalidad o parte del bien estarán viciados de nulidad absoluta. 

f. Frente a propiedad adjudicada de conformidad con la Ley 135 de 1961 y el Decreto 561 de 1989, a empresas comunitarias, asociaciones o cooperativas campesinas, cuando con posterioridad al desplazamiento forzado se haya dado una transformación en los socios integrantes de la empresa. 

3. Presunciones legales sobre ciertos actos administrativos. Cuando la parte opositora hubiere probado la propiedad, posesión u ocupación, y el posterior despojo de un bien inmueble, no podrá negársele su restitución con fundamento en que un acto administrativo posterior legalizó una situación jurídica contraria a los derechos de la víctima. Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume legalmente que tales actos son nulos. Por lo tanto, el juez o Magistrado podrá decretar la nulidad de tales actos. La nulidad de dichos actos produce el decaimiento de todos los actos administrativos posteriores y la nulidad de todos los actos y negocios jurídicos privados que recaigan sobre la totalidad del bien o sobre parte del mismo. 

4. Presunción del debido proceso en decisiones judiciales. Cuando el solicitante hubiere probado la propiedad, posesión u ocupación, y el posterior despojo de un bien inmueble, no podrá negársele su restitución con fundamento en que una sentencia que hizo tránsito a cosa juzgada otorgó, transfirió, expropió, extinguió o declaró la propiedad a favor de un tercero, o que dicho bien fue objeto de diligencia de remate, si el respectivo proceso judicial fue iniciado entre la época de las amenazas o hechos de violencia que originaron el desplazamiento y la de la sentencia que da por terminado el proceso de que trata esta ley. 

Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume que los hechos de violencia le impidieron al despojado ejercer su derecho fundamental de defensa dentro del proceso a través del cual se legalizó una situación contraria a su derecho. Como consecuencia de lo anterior, el juez o Magistrado podrá revocar las decisiones judiciales a través de las cuales se vulneraron los derechos de la víctima y a ordenar los ajustes tendientes a implementar y hacer eficaz la decisión favorable a la víctima del despojo. 

5. Presunción de inexistencia de la posesión. Cuando se hubiera iniciado una posesión sobre el bien objeto de restitución, durante el periodo previsto en el artículo 75 y la sentencia que pone fin al proceso de que trata la presente ley, se presumirá que dicha posesión nunca ocurrió. 

ARTÍCULO 78. INVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA. Bastará con la prueba sumaria de la propiedad, posesión u ocupación y el reconocimiento como desplazado en el proceso judicial, o en su defecto, la prueba sumaria del despojo, para trasladar la carga de la prueba al demandado o a quienes se opongan a la pretensión de la víctima en el curso del proceso de restitución, salvo que estos también hayan sido reconocidos como desplazados o despojados del mismo predio.
(…)
ARTÍCULO 84. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud de restitución o formalización deberá contener: 

a) La identificación del predio que deberá contener como mínimo los siguientes datos: la ubicación, el departamento, municipio, corregimiento o vereda, la identificación registral, número de la matrícula inmobiliaria e identificación catastral, número de la cédula catastral. 

b) La constancia de inscripción del predio en el registro de tierras despojadas. 

c) Los fundamentos de hecho y de derecho de la solicitud. 

d) Nombre, edad, identificación y domicilio del despojado y de su núcleo familiar, o del grupo de personas solicitantes, según el caso. 

e) El certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria que identifique registralmente el predio. 

f) La certificación del valor del avalúo catastral del predio. 

PARÁGRAFO 1o. Se garantizará la gratuidad a favor de las víctimas, de los trámites de que trata el presente artículo, incluyendo la exención del arancel judicial a que se refiere la Ley 1394 de 2010. 

PARÁGRAFO 2o. En los casos en que no sea posible allegar con la solicitud los documentos contenidos a literales e) y f) del presente artículo, se podrán acreditar por cualquiera de los medios de prueba admisibles señalados en el Código de Procedimiento Civil su calidad de propietario, poseedor u ocupante de las tierras objeto de restitución. 

(…)
ARTÍCULO 91. CONTENIDO DEL FALLO. La sentencia se pronunciará de manera definitiva sobre la propiedad, posesión del bien u ocupación del baldío objeto de la demanda y decretará las compensaciones a que hubiera lugar, a favor de los opositores que probaron buena fe exenta de culpa dentro del proceso. Por lo tanto, la sentencia constituye título de propiedad suficiente. 

La sentencia deberá referirse a los siguientes aspectos, de manera explícita y suficientemente motivada, según el caso: 

a. Todas y cada una de las pretensiones de los solicitantes, las excepciones de opositores y las solicitudes de los terceros; 

b. La identificación, individualización, deslinde de los inmuebles que se restituyan, indicando su ubicación, extensión, características generales y especiales, linderos, coordenadas geográficas, identificación catastral y registral y el número de matrícula inmobiliaria. 

c. Las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que inscriba la sentencia, en la oficina en donde por circunscripción territorial corresponda el registro del predio restituido o formalizado. 

d. Las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que cancele todo antecedente registral sobre gravámenes y limitaciones de dominio, títulos de tenencia, arrendamientos, de la denominada falsa tradición y las medidas cautelares registradas con posterioridad al despojo o abandono, así como la cancelación de los correspondientes asientos e inscripciones registrales; 

e. Las órdenes para que los inmuebles restituidos queden protegidos en los términos de la Ley 387 de 1997, siempre y cuando los sujetos a quienes se les restituya el bien estén de acuerdo con que se profiera dicha orden de protección; 

f. En el caso de que procediera la declaración de pertenencia, si se hubiese sumado el término de posesión exigido para usucapir previsto por la normativa, las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que inscriba dicha declaración de pertenencia; 

g. En el caso de la explotación de baldíos, se ordenará al Incoder la realización de las adjudicaciones de baldíos a que haya lugar. 

h. Las órdenes necesarias para restituir al poseedor favorecido en su derecho por la sentencia dentro del proceso de restitución, de acuerdo con lo establecido en la presente ley, cuando no se le reconozca el derecho de dominio en la respectiva providencia; 

i. Las órdenes necesarias para que se desengloben o parcelen los respectivos inmuebles cuando el inmueble a restituir sea parte de uno de mayor extensión. El Juez o Magistrado también ordenará que los predios se engloben cuando el inmueble a restituir incluya varios predios de menor extensión; 

j. Las órdenes pertinentes para que se haga efectivo cumplimiento de las compensaciones de que trata la ley, y aquellas tendientes a garantizar los derechos de todas las partes en relación con las mejoras sobre los bienes objeto de restitución; 

k. Las órdenes necesarias para que la persona compensada transfiera al Fondo de la Unidad Administrativa el bien que le fue despojado y que fue imposible restituirle. 

l. La declaratoria de nulidad de las decisiones judiciales que por los efectos de su sentencia, pierdan validez jurídica, de conformidad con lo establecido en la presente ley. 

m. La declaratoria de nulidad de los actos administrativos que extingan o reconozcan derechos individuales o colectivos, o modifiquen situaciones jurídicas particulares y concretas, debatidos en el proceso, si existiera mérito para ello, de conformidad con lo establecido en esta ley, incluyendo los permisos, concesiones y autorizaciones para el aprovechamiento de los recursos naturales que se hubieran otorgado sobre el predio respectivo; 

n. La orden de cancelar la inscripción de cualquier derecho real que tuviera un tercero sobre el inmueble objeto de restitución, en virtud de cualesquiera obligaciones civiles, comerciales, administrativas o tributarias contraídas, de conformidad con lo debatido en el proceso; 

o. Las órdenes pertinentes para que la fuerza pública acompañe y colabore en la diligencia de entrega material de los bienes a restituir; 

p. Las órdenes que sean necesarias para garantizar la efectividad de la restitución jurídica y material del bien inmueble y la estabilidad en el ejercicio y goce efectivo de los derechos de las personas reparadas; 

q. Las órdenes y condenas exigibles de quienes hayan sido llamados en garantía dentro del proceso a favor de los demandantes y/o de los demandados de buena fe derrotados en el proceso; 

r. Las órdenes necesarias para garantizar que las partes de buena fe exenta de culpa vencidas en el proceso sean compensadas cuando fuera del caso, en los términos establecidos por la presente ley; 

s. La condena en costas a cargo de la parte vencida en el proceso de restitución de que trata la presente ley cuando se acredite su dolo, temeridad o mala fe; 

t. La remisión de oficios a la Fiscalía General de la Nación en caso de que como resultado del proceso se perciba la posible ocurrencia de un hecho punible. 

PARÁGRAFO 1o. Una vez ejecutoriada la sentencia, su cumplimiento se hará de inmediato. En todo caso, el Juez o Magistrado mantendrá la competencia para garantizar el goce efectivo de los derechos del reivindicado en el proceso, prosiguiéndose dentro del mismo expediente las medidas de ejecución de la sentencia, aplicándose, en lo procedente, el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil. Dicha competencia se mantendrá hasta tanto estén completamente eliminadas las causas de la amenaza sobre los derechos del reivindicado en el proceso. 

PARÁGRAFO 2o. El Juez o Magistrado dictará el fallo dentro de los cuatro meses siguientes a la solicitud. El incumplimiento de los términos aplicables en el proceso constituirá falta gravísima. 

PARÁGRAFO 3o. Incurrirá en falta gravísima el funcionario que omita o retarde injustificadamente el cumplimiento de las órdenes contenidas en el fallo o no brinde al Juez o al Magistrado el apoyo requerido por este para la ejecución de la sentencia. 

PARÁGRAFO 4o. El título del bien deberá entregarse a nombre de los dos cónyuges o compañeros permanentes, que al momento del desplazamiento, abandono o despojo, cohabitaban, así al momento de la entrega del título no están unidos por ley. 

(…)
ARTÍCULO 99. CONTRATOS PARA EL USO DEL PREDIO RESTITUIDO. Cuando existan proyectos agroindustriales productivos en el predio objeto de restitución y con el propósito de desarrollar en forma completa el proyecto, el Magistrado que conozca del proceso podrá autorizar, mediante el trámite incidental, la celebración de contratos entre los beneficiarios de la restitución, y el opositor que estuviera desarrollando el proyecto productivo, sobre la base del reconocimiento del derecho de dominio del restituido o restituidos, y que el opositor haya probado su buena fe exenta de culpa en el proceso. 

Cuando no se pruebe la buena fe exenta de culpa, el Magistrado entregará el proyecto productivo a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para que lo explote a través de terceros y se destine el producido del proyecto a programas de reparación colectiva para víctimas en las vecindades del predio, incluyendo al beneficiario de la restitución. 

El Magistrado velará por la protección de los derechos de las partes y que estos obtengan una retribución económica adecuada. 

(…)
ARTÍCULO 120. RÉGIMEN PENAL. El que obtenga la inscripción en el registro de tierras despojadas alterando o simulando deliberadamente las condiciones requeridas para su inscripción, u ocultando las que la hubiesen impedido, incurrirá en prisión de ocho (8) a doce (12) años. De la misma manera, el servidor público que teniendo conocimiento de la alteración o simulación fraudulenta, facilite, o efectúe la inscripción en el registro de tierras despojadas, incurrirá en la misma pena e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años. 

Las mismas penas se impondrán al que presente ante el Tribunal solicitud de restitución de tierras en desarrollo de las disposiciones de esta ley, sin tener la calidad de despojado, o a quien presente oposición a una solicitud de restitución, a través de medios fraudulentos o documentos falsos y a quien emplee en el proceso pruebas que no correspondan con la realidad.

Quienes acudan al proceso y confiesen la ilegalidad de los títulos o el despojo de las tierras o de los derechos reclamados en el proceso se harán beneficiarios al principio de oportunidad previsto en el Código de Procedimiento Penal. 
(…)
ARTÍCULO 207. Cualquier persona que demande la condición de víctima en los términos del artículo 3o de la presente ley, que utilice las vías de hecho para invadir, usar u ocupar un predio del que pretenda restitución o reubicación como medida reparadora, sin que su situación jurídica dentro del proceso de restitución de tierras despojadas y abandonadas forzosamente haya sido resuelta en los términos de los artículos 91, 92 y siguientes de la presente ley, o en las normas que las modifiquen, sustituyan o adicionen, perderá los beneficios establecidos en el Capítulo III del Título IV de esta ley. 

Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las demás normas vigentes que sancionen dicha conducta.

1. Planteamiento de la demanda.
Los actores consideran que las normas demandadas vulneran el Preámbulo y los artículos 2°, 13, 25, 26, 29, 58, 60, 64, 93 y 229 de la Constitución Política. La mayor parte de los cargos aducen omisiones legislativas relativas. Conforme al orden de las normas demandadas, en síntesis, se arguye lo siguiente:

Respecto de la expresión demandada del artículo 28.9 de la Ley 1448 de 2011, en concordancia con las expresiones demandadas del artículo 72 de la misma, se señala la existencia de una omisión legislativa relativa, al no incluir los bienes abandonados no despojados dentro de la reparación integral a las víctimas.

Respecto de las expresiones demandadas de los artículos 70, 72, 73 y 75 de la Ley 1448 de 2011, se predica también la existencia de una omisión legislativa relativa, al no incluir los bienes muebles dentro de la reparación integral de las víctimas. 
Respecto de las expresiones demandadas de los artículos 74, 75, 76, 77, 78, 84 y 91 de la Ley 1448 de 2011, se afirma que existe una omisión legislativa relativa, al no incluir dentro de los titulares del derecho a la restitución a los tenedores de bienes.

Respecto de la segunda expresión demandada del artículo 76 de la Ley 1448 de 2011, relativa a la inscripción del predio en el registro de registro de tierras despojadas, como requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución, se arguye que vulnera los derechos a la verdad y a la reparación integral de las víctimas.

Respecto de la expresión contenida en el artículo 77 de la Ley 1448 de 2011, relativa a la presunción legal en favor de la parte opositora que hubiese probado la propiedad, posesión u ocupación de un bien inmueble y el posterior despojo del mismo, se dice que ésta, al no favorecer los derechos de las víctimas a la restitución, al debido proceso y al acceso a la justicia.
Respecto del artículo 99 de la Ley 1448 de 2011, relativo a los contratos de uso, se predica que vulnera los derechos de las víctimas a la restitución, a la propiedad, al acceso progresivo a los predios agrícolas, al trabajo, a la libre escogencia de profesión u oficio y a la igualdad.
Respecto de la expresión demandada del artículo 120 de la Ley 1448 de 2011, se afirma que, al exceder los límites del principio de libre configuración del legislador, vulnera los derechos de las víctimas a la restitución, la reparación integral, la verdad y la justicia.

Respecto del artículo 207 de la Ley 1448 de 2011, aducen que vulnera “el mandato de democratización del acceso a la tierra” y los derechos de las víctimas a la restitución, a la justicia y a la igualdad.

2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si las expresiones demandadas de los artículos  28, numeral 9, 70 , 72, incisos 1, 2, 4 y 5, 73 numerales 1 y 2, 74, inciso 6, 75, 76, incisos 4 y 5, 77 numerales 3 y 4 y 78, 84, 91, 99, 120, inciso tercero y 207 de la Ley 1448 de 2011, vulneran las disposiciones constitucionales referidas al aseguramiento de la justicia y la igualdad, dentro de un marco jurídico que garantice un orden político, económico y social justo, la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales, la vigencia de un orden justo, los fines esenciales del Estado, la igualdad, el derecho al trabajo, la libertad de escogencia de profesión u oficio,  el derecho a la propiedad privada, el derecho de acceso progresivo a la propiedad de la tierra para los trabajadores y trabajadoras agrarias, las garantías judiciales y administrativas y los tratados internacionales que establecen normas de protección y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno.
3. Análisis jurídico.
Es menester advertir que en la extensa demanda que presentan los actores se incurre en un desprolijo ejercicio de integración del bloque de constitucionalidad. Y se afirma que el ejercicio es desprolijo, porque se trae a cuento sin mayor discernimiento una serie de referentes del derecho internacional que, al no ser tratados internacionales sobre derechos humanos, conforme a la previsión del artículo 93 Superior, no hacen parte del bloque de constitucionalidad. Tal es el caso de una amplia serie de estudios y recomendaciones de entidades como la FAO. Sin desconocer el valor de dichos documentos, el Ministerio Público considera que éstos no pueden tenerse como referentes vinculantes al momento de emprender el análisis de la exequibilidad de las normas demandadas, como lo advierte la Corte en la Sentencia C-291 de 2007. La integración del bloque de constitucionalidad que se hace en la demanda no se ajusta a los parámetros reconocidos por la jurisprudencia constitucional, en la medida en que de la mera confrontación de una norma legal con un referente internacional no se sigue la declaración automática de inexequibilidad de ésta, como lo precisa la Corte, entre otras, en las Sentencias C-028 de 2006 y C-941 de 2010. 
En segundo término, es necesario advertir que en el caso sub examine se analiza la exequibilidad de una ley que establece un régimen de justicia transicional de carácter especial, como se advirtió en el Concepto 5207, rendido dentro del trámite del Expediente D-8593. En dicho concepto se dijo: 

Es menester advertir que la Ley 1448 de 2011, “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, es una norma especial que difiere de las normas generales establecidas en materia de reparación patrimonial. Por lo tanto, su análisis debe hacerse dentro de este contexto.

Luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1448 de 2011, al revisar el trámite del Proyecto de ley 213 de 2010 Senado - 107 de 2010 Cámara, se puede constatar que la definición del concepto de víctima, para los efectos de esta ley, no careció de fundamento ni obedeció a una actitud caprichosa del legislador, como sostiene el actor. En efecto, desde su exposición de motivos, consignada en la ponencia para primer debate, se considera de manera explícita asuntos como la magnitud y complejidad que implica atender, asistir y reparar a las víctimas, la efectividad de las soluciones a quienes ostentan la calidad de víctimas, y la necesidad de robustecer el sistema para poder satisfacer las necesidades de las víctimas. 

(…).

Al tratarse de una norma especial, tanto en sus sujetos como en su objeto, es razonable que el legislador establezca una serie de definiciones, de límites y de umbrales que permitan hacerla viable. Sin dichas definiciones, límites y umbrales, ninguna norma especial de este tipo sería viable, ya que la indeterminación y la generalización de sus destinatarios, desbordaría las posibilidades presupuestales y generaría un grave impacto a los demás cometidos propios del Estado. No debe pasarse por alto que en la ley se brinda atención, asistencia y reparación integral a personas que sufrieron daños a partir del 1° de enero de 1985, es decir, hace más de un cuarto de siglo, cuyas acciones de índole patrimonial probablemente ya no podrían ejercerse, merced a la prescripción de sus derechos o a la caducidad de sus acciones.

En la Sentencia C-771 de 2011, la Corte reconoce el particular sentido y alcance de la justicia transicional, en los siguientes términos:
De lo anterior se deriva que todas las situaciones presentadas en busca de la paz y la justicia deben entonces considerarse equitativamente sobre las condiciones de posibilidad de un proceso transicional, “pues ignorarlas equivale a desconocer el inmenso peso que tienen las particularidades del contexto político en el éxito o fracaso de un proceso de ese tipo”. 

(…)
Ciertamente, el concepto de justicia transicional es de tal amplitud que bajo esa genérica denominación pueden encuadrarse experiencias y procesos muy disímiles, tanto como lo son los países y circunstancias históricas en que ellos han tenido lugar. Sin embargo, independientemente de sus particularidades, todos ellos coinciden en la búsqueda del ya indicado propósito de hacer efectivos, al mayor nivel posible, los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas frente a un pasado de graves y sistemáticas violaciones de los derechos humanos, teniendo como límite la medida de lo que resulte conducente al logro y mantenimiento de la paz social.

Estas particularidades no son indiferentes para las propias autoridades internacionales, como las Naciones Unidas, al punto que la justicia transicional no puede asumirse como equivalente a la reparación ordinaria, pues involucra una serie de elementos políticos, jurídicos y económicos diferentes, que obedecen a la realidad de cada Estado.  
Tanto la atención como la asistencia y la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, deben inscribirse dentro de los parámetros propios de la justicia transicional que la ley fija. El pretender desbordar estos parámetros, para convertir la justicia transicional en otra cosa, como parece pretenderse en la demanda, a partir de algunos referentes internacionales que no hacen parte del bloque de constitucionalidad, desdibuja la propia justicia transicional y pone en riesgo el principio democrático.

Diseñar un modelo normativo de justicia transicional, dadas las particulares condiciones del caso colombiano, cuyo conflicto armado interno todavía no ha sido superado o resuelto, es una tarea ardua, que entraña muchas complicaciones. Para efectuar este diseño, como para dictar cualquier ley, el Congreso goza de un amplio margen de configuración legislativa, siempre y cuando no quebrante la Carta. En este contexto, los actores proponen una particular inteligencia de la reparación integral de las víctimas, que no se aviene al marco de la justicia transicional, sino que lo desdibuja y desborda, al punto de considerar que la reparación no debe limitarse a tierras despojadas, sino incluir también las abandonadas; que la reparación debe incluir también los bienes muebles y cualquier otro perjuicio sufrido, además de lo relacionado con bienes inmuebles; que los meros tenedores de bienes tienen derecho a la reparación integral, en tanto víctimas; que las víctimas no deben satisfacer cargas mínimas como la inscripción del predio en el registro de registro de tierras despojadas, como requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución; que no se puede celebrar contratos relativos al uso de los predios; que el principio de oportunidad no debe poder aplicarse a quienes confiesen en el proceso la ilegalidad de los títulos o el despojo de las tierras o de los derechos reclamados en el proceso; y que las vías de hecho, como la de invadir, usar u ocupar un predio del que se pretenda obtener la restitución o reubicación, en lugar de merecer sanción y reproche, como corresponde en un Estado Social y Democrático de Derecho, corresponde a un verdadero derecho fundamental de quienes así proceden. 
En su enjundioso escrito de demanda, los actores pasan por alto que las nociones de restitución y reparación integral de las víctimas, no pueden establecerse de manera subjetiva, según las aspiraciones de quienes dicen ser víctimas o representarlas, sino que deben responder de manera estricta al concepto mismo de víctima en el contexto de la justicia transicional de la que se viene hablando. También pasan por alto los requisitos especiales que debe satisfacer la demanda, cuando se plantean cargos relativos a la existencia de omisiones legislativas relativas. Ambos fenómenos pasan a verse in extenso enseguida: 

En la Sentencia C-259 de 2011, en la cual se reitera lo dicho en las Sentencias C-456 de 1996, C-427 y C-1549 de 2000, C-1255 de 2001, C-41, C-185 y C-285 de 2002, C-371 y C-865 de 2004, la Corte precisa que para plantear un cargo de omisión legislativa relativa, es menester tener en cuenta que:
(i) La jurisprudencia constitucional ha determinado los requisitos para que se configure y prospere el cargo de inconstitucionalidad por omisión legislativa relativa, precisando que deben cumplirse con cinco (5) exigencias a saber: (a) la existencia de una norma respecto de la cual se pueda predicar necesariamente el cargo por inconstitucionalidad; (b) la exclusión de las consecuencias jurídicas de la norma de aquellos casos o situaciones análogas a las reguladas por la norma, que por ser asimilables, debían de estar contenidos en el texto normativo cuestionado, o la omisión en el precepto demandado de un ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta; (c) la inexistencia de un principio de razón suficiente que justifica la exclusión de los casos, situaciones, condiciones o ingredientes que debían estar regulados por el precepto en cuestión; (d) la generación de una desigualdad negativa para los casos o situaciones excluidas de la regulación legal acusada, frente a los casos y situaciones que se encuentran regulados por la norma y amparados por las consecuencias de la misma, y en consecuencia la vulneración del principio de igualdad, en razón a la falta de justificación y objetividad del trato desigual; y (e) la existencia de un deber específico y concreto de orden constitucional impuesto al legislador para regular una materia frente a sujetos y situaciones determinadas, y por consiguiente la configuración de un incumplimiento, de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador.  

Pese a que en varios cargos se alude a la existencia de omisiones legislativas relativas, sin embargo, en ninguno de ellos se atiende a los anteriores requisitos. Para ilustrarlo, basta considerar: que no es posible plantear una analogía entre la situación de las víctimas del conflicto armado interno, de las cuales se ocupa la justicia transicional, y las víctimas o perjudicados en otros eventos; que no existe un principio de razón suficiente que permita diferenciar a las primeras de las segundas; que se produzca una situación de desigualdad negativa para las víctimas del conflicto armado interno respecto de las demás víctimas o perjudicados; y que exista un deber específico y concreto de orden constitucional para regular de determinada manera la justicia transicional, incumplido por el legislador.
No sobra recordar, en razón de la omisión argumentativa de la demanda, para una adecuada comprensión del asunto, que la Ley 1448 de 2011 pretende dictar medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, y que su objeto, definición de víctima y noción del derecho a la reparación integral, son los siguientes:
ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3o de la presente ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales.

ARTÍCULO 3o. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.

También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima.

PARÁGRAFO 1o. Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los términos del presente artículo, su reparación económica corresponderá por todo concepto a la que tengan derecho de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. De la misma forma, tendrán derecho a las medidas de satisfacción y garantías de no repetición señaladas en la presente ley.

PARÁGRAFO 2o. Los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al margen de la ley siendo menores de edad.

Para los efectos de la presente ley, el o la cónyuge, compañero o compañera permanente, o los parientes de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley serán considerados como víctimas directas por el daño sufrido en sus derechos en los términos del presente artículo, pero no como víctimas indirectas por el daño sufrido por los miembros de dichos grupos.

PARÁGRAFO 3o. Para los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común.

PARÁGRAFO 4o. Las personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1o de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en la presente ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de que sean individualizadas.

PARÁGRAFO 5o. La definición de víctima contemplada en el presente artículo, en ningún caso podrá interpretarse o presumir reconocimiento alguno de carácter político sobre los grupos terroristas y/o armados ilegales, que hayan ocasionado el daño al que se refiere como hecho victimizante la presente ley, en el marco del Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos, de manera particular de lo establecido por el artículo tercero (3o) común a los Convenios de Ginebra de 1949. El ejercicio de las competencias y funciones que le corresponden en virtud de la Constitución, la ley y los reglamentos a las Fuerzas Armadas de combatir otros actores criminales, no se afectará en absoluto por las disposiciones contenidas en la presente ley. 

ARTÍCULO 25. DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3o de la presente Ley. 

La reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante. 

PARÁGRAFO 1o. Las medidas de asistencia adicionales consagradas en la presente ley propenden por la reparación integral de las víctimas y se consideran complementarias a las medidas de reparación al aumentar su impacto en la población beneficiaria. Por lo tanto, se reconoce el efecto reparador de las medidas de asistencia establecidas en la presente ley, en la medida en que consagren acciones adicionales a las desarrolladas en el marco de la política social del Gobierno Nacional para la población vulnerable, incluyan criterios de priorización, así como características y elementos particulares que responden a las necesidades específicas de las víctimas. 

No obstante este efecto reparador de las medidas de asistencia, estas no sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación. Por lo tanto, el costo o las erogaciones en las que incurra el Estado en la prestación de los servicios de asistencia, en ningún caso serán descontados de la indemnización administrativa o judicial a que tienen derecho las víctimas. 

PARÁGRAFO 2o. La ayuda humanitaria definida en los términos de la presente ley no constituye reparación y en consecuencia tampoco será descontada de la indemnización administrativa o judicial a que tienen derecho las víctimas.

En vista de las anteriores circunstancias, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de las normas demandadas con fundamento en cargos de omisión legislativa relativa.

Los actores censuran la inscripción en el registro de tierras despojadas, que debe llevar la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, al tenor de lo previsto en el inciso 5 del artículo 76 de la Ley 1448 de 2011, por cuanto estiman que ésta tiene la facultad discrecional de definir cuáles predios pueden incluirse en dicho registro y cuales no, lo cual afectaría el derecho de las víctimas a la reparación integral.

La inscripción en el registro en comento es un requisito de procedibilidad, para poder ejercer la acción de restitución. En esta medida, en tanto requisito de procedibilidad, el legislador goza de un amplio margen de configuración para regularlo, conforme a lo previsto en el artículo 150 Superior. La condición de víctima no puede ser asumida como un argumento para incumplir las cargas procesales mínimas, a efecto de hacer valer sus derechos. La exigencia objeto de censura es proporcional y razonable, en la medida en que la inscripción en el registro permite dar publicidad al asunto y, por tanto, que los terceros se enteren de él. Si la decisión de la entidad encargada de llevar el registro, que no es discrecional sino reglada, genera inconformidad a la víctima, ésta cuenta con una serie de instrumentos jurídicos idóneos para impugnarla y, si es del caso, lograr que se revoque o modifique. 

La presunción legal de que los actos administrativos que legalizan una situación jurídica contraria a los derechos de la víctima, son nulos, prevista en el artículo 77 de la Ley 1448 de 2011, puede presentar una dificultad hermenéutica en su parte inicial, al referirse a la parte opositora, como aquella que hubiera probado la propiedad, posesión u ocupación del bien y su posterior despojo. Esta dificultad estriba en que la misma norma, quizá debido a un error de redacción, confunde los derechos de la víctima con los de la parte opositora. En este caso, la solicitud de que se declare inexequible la expresión “opositora”, para dejar a la parte sin calificación excluyente, como lo sostienen los actores, es acertada. Y lo es, porque elimina una restricción injustificada a los derechos de la víctima, que no asume ni debe asumir, de manera necesaria, el rol de parte opositora.

En cuanto a la exigencia de la prueba tanto de la propiedad, posesión u ocupación del bien como del despojo posterior, se trata de presupuestos insustituibles para cuestionar la legalidad de la actual propiedad, posesión u ocupación, que aparece como obstáculo a la restitución. En este sentido, a la víctima y, en rigor, a ninguna persona, le basta con su mero dicho para obtener que se le reconozca un derecho, mucho menos cuando existe otra persona que dice lo contrario. Para obtener el derecho, es menester probar los hechos, conforme a lo previsto en la ley y en la oportunidad prevista para ello.

Los actores censuran el artículo 99 de la Ley 1448 de 2011, porque en su sentir la mera posibilidad de que los beneficiarios de la restitución puedan contratar el uso del suelo con terceros, cuando existan productos agroindustriales productivos en el predio, para desarrollarlos de manera completa, con la autorización del magistrado que conozca del proceso, vulnera per se los derechos a la restitución, a la propiedad, al acceso a la tierra de los trabajadores agrarios, al trabajo, a la escogencia de profesión u oficio y a la igualdad. Esta censura parte de una inteligencia desacertada de la norma, pues pasa por alto que los beneficiarios de la restitución no están obligados a contratar el uso del suelo, sino que pueden decidir de manera voluntaria y libre contratarlo, como puede hacerlo cualquier propietario de un bien inmueble. En este caso existe, además, una garantía reforzada a los derechos de la víctima, dada por la autorización del magistrado que conozca del proceso.
La censura del inciso final del artículo 120 de la Ley 1448 de 2011, se centra en que los autores asumen que al prever que las personas que acudan al proceso y confiesen la ilegalidad de los títulos o el despojo de las tierras o de los derechos reclamados en el proceso, se harán beneficiarios del principio de oportunidad en el correspondiente proceso penal, se incumple los compromisos del Estado colombiano en materia de derechos humanos y la jurisprudencia internacional. 
Es menester destacar que aducir títulos, despojos o derechos, de manera ilegal o fraudulenta, es una conducta punible, que merece el reproche y la censura del Estado. Se trata, pues, de un delito. En este contexto, prever que si las personas responsables de tales delitos concurren al proceso y confiesan sus crímenes, se harán beneficiarios del principio de oportunidad, en nada afecta los derechos humanos, ni la jurisprudencia internacional. Cualquier persona, incluso la que figura como víctima del conflicto armado, debe saber que si comete un crimen, debe responder ante la justicia por él, con arreglo a las normas penales y de procedimiento penal. Debe saber también, que nadie tiene derecho a cometer crímenes. Y debe saber por último, que en caso de cometer crímenes y confesarlo, puede obtener algunos beneficios conforme a la ley, como ocurre en este caso con el principio de oportunidad. Por otra parte, el Congreso goza de un amplio margen de configuración normativa para regular este asunto, conforme a lo previsto en el artículo 150 Superior.
El artículo 207 de la Ley 1448 de 2011 prevé la prohibición de incurrir en vías de hecho, al margen de la justicia, que en caso de ser quebrantada trae como consecuencia la pérdida de los beneficios previstos en el Capítulo III del Título IV de la ley. Los actores consideran que esta prohibición y la consecuencia de su quebrantamiento desconocen los derechos de las víctimas. Es contradictorio sostener que se tiene derecho a incurrir en vías de hecho, como parecen hacerlo los actores. Las nociones de derecho y de vía de hecho son incompatibles, tanto en el plano lógico como en el plano jurídico. 
Un Estado Social y Democrático de Derecho no puede patrocinar o prohijar el empleo de las vías de hecho. Mucho menos puede aceptar que exista el derecho a emplear las vías de hecho. Es el derecho, y su concreción por parte de las autoridades administrativas y judiciales, el que debe guiar la conducta de todas las personas, incluyendo a las víctimas, y no su mera voluntad o poder de facto. En este contexto, la argumentación de la demanda no resiste mayor análisis. Para demostrarlo, basta citar lo que dicen los actores, a saber:

… que hay situaciones de hecho que llevan a la invasión, uso u ocupación de predios que obedecen a fines constitucionales y que por lo tanto gozan de protección en el ordenamiento jurídico”, “En segundo lugar  una previsión como la atacada hace completamente nugatorio el derecho al retorno de las víctimas de abandono y despojo”, “En tercer lugar, la norma demandada introduce un tratamiento discriminatorio contra las víctimas de abandono y despojo de tierras con respecto a otro tipo de pobladores rurales, ya que para estos últimos la legislación agraria vigente no sanciona las ocupaciones de hecho…

En vista de la anterior circunstancia, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 207 de la Ley 1448 de 2011.

4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte:

- Que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de las expresiones: “de la tierra si hubiere sido despojado de ella”, contenida en el artículo 28 de la Ley 1448 de 2011; “inmuebles”, contenida en el artículo 70 ibídem; “de las tierras”, “del inmueble despojado” y “el despojado”, contenidas en el artículo 72 ibíd.; “de tierras” y “de las tierras”, contenidas en el artículo 73  ibíd.; “El propietario o poseedor de tierras o explotador económico de un baldío”, contenidas en el artículo 74 ibíd.; “que fueren propietarios o poseedores de predios, o explotadoras de baldíos” y “de las tierras”, contenidas en el artículo 75 ibíd.; “la propiedad, posesión u ocupación”, contenidas en los artículos 76, 77 y 78 ibíd.; “propietario, poseedor u ocupante”, contenida en el artículo 84 ibíd.; y “propiedad, posesión del bien u ocupación del baldío”, contenida en el artículo 91 ibid., por los cargos de omisión legislativa relativa, por ineptitud sustantiva de la demanda.  
- Que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de las expresiones contenidas en los artículos 70, 72, 73, 75 de la Ley 1448 de 2011, por los cargos de vulnerar el derecho a la igualdad, por ineptitud sustancial de la demanda; y que las declare EXEQUIBLES, por los demás cargos analizados.

- Que declare EXEQUIBLES, por los cargos analizados, las expresiones: “La inscripción de un predio en el registro de tierras despojadas será requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución a que se refiere este Capítulo”, contenida en el inciso quinto del artículo 76 de la Ley 1448 de 2011; “la propiedad, posesión u ocupación”, contenidas en los numerales 3 y 4 del artículo 77 de la Ley 1448 de 2011. 
- Que declare INEXEQUIBLE la expresión “opositora”, contenida en el numeral 3 del artículo 77 de la Ley 1448 de 2011. 
- Que declare EXEQUIBLES el artículo 99 de la Ley 1448 de 2011 y la expresión “Quienes acudan al proceso y confiesen la ilegalidad de los títulos o el despojo de las tierras o de los derechos reclamados en el proceso se harán beneficiarios al principio de oportunidad previsto en el Código de Procedimiento Penal”, contenida en el artículo 120 ibídem, por los cargos analizados.

- Que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 207 de la Ley 1448 de 2011, por ineptitud sustantiva de la demanda.  
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
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